Partido Frente Amplio 


Fracción Legislativa

Informe. Dos últimas semanas (ENERO 30-FEBRERO 5 Y FEBRERO 6-12- 2012)      
· Aprobada propuesta del Frente Amplio para dar financiamiento permanente al deporte, con prioridad para las comunidades más pobres. La comisión de Juventud de la Asamblea Legislativa aprobó una moción presentada por nuestra fracción –en conjunto con el diputado del PLN, Edgardo Araya- para subir en 8 colones el impuesto que actualmente se cobra por la venta de bebidas alcohólicas nacionales o importadas y destinar los recursos que se generarían a financiar el desarrollo del deporte y la recreación, especialmente en las comunidades más pobres, rurales y urbano marginales. Según cálculos preliminares, esta propuesta podría generar más de 5 mil millones de colones para promover la universalización del deporte, en beneficio de las grandes mayorías.     
· La moción aprobada fue presentado en la discusión del proyecto de ley para crear el Ministerio del Deporte (17.484) y les estaría dando contenido económico a un ministerio que nacía sin fuente propia de financiamiento, como un cascarón vacío, lo que limitaba seriamente el cumplimiento de sus fines. 
· En cambio, los recursos que se generarían con este aumento del impuesto a los licores se destinarán en un 35% a los comités cantonales de deportes para financiar proyectos de infraestructura, compra de implementos deportivos, capacitación e iniciativas dirigidas a masificar la práctica del deporte en las comunidades. De forma proporcional se le asignarían más recursos a aquellos cantones con menor Índice de Desarrollo Social, así que, por ejemplo, Alajuelita recibiría mucho más plata que Escazú. Otro 35% se repartiría entre las asociaciones y federaciones deportivas, para apoyar el desarrollo del deporte de alta competición y el 30% restante se le asignaría al Ministerio del Deporte (Midepor) para proyectos de carácter nacional, siempre con el objetivo de universalizar la práctica deportiva, dando prioridad a la juventud en riesgo social y a las comunidades más empobrecidas.     
· La propuesta presentada por el Frente Amplio es 100% técnicamente viable pues se basa en un impuesto especial que tuvo vigencia durante un año –entre 2003 y 2004- a través de la Ley de Contingencia Fiscal (Nº 8343) aprobada durante la Administración Pacheco. Según un informe de la Contraloría este aumento parcial del impuesto a los licores resultó de fácil recaudación (se usó la estructura de cobro que ya está establecida para dicho impuesto, Ley 7972) y cumplió las expectativas creadas, generando ingresos adicionales para el Estado por 3 mil 637 millones en 2004. Esta ocasión ninguna empresa quebró y ni siquiera se redujo el consumo de licor en el país. Con base en estos antecedentes, nuestra fracción propuso retomar este impuesto especial como un tributo permanente con destino específico para el deporte. 

· La moción para financiar al deporte fue aprobada con el voto favorable de todas las fracciones, salvo el Movimiento Libertario, aunque esta fracción manifestó que no obstruiría la propuesta. Sin embargo, esta lucha todavía no se ha ganado. El proyecto del Midepor se encuentra en comisión y en las próximas semanas pasaría al Plenario. Pero ya se oyen las voces del lobby de la Cervecería y las empresas que lucran con el guaro, quienes han empezado a hacer campaña en contra de esta propuesta. Hasta la fecha no han tenido eco, sin embargo, no debemos bajar la guardia. Es de gran importancia que promovamos manifestaciones de apoyo a esta propuesta desde nuestras comunidades, que los gobiernos locales, las asociaciones deportivas y comunales también hagan sentir su voz.  
· Frente Amplio presenta demanda contra el Gobierno por deuda de más de 126 mil millones con el PANI. La fracción legislativa del Frente Amplio presentó un juicio contencioso-administrativo contra el Estado costarricense (Presidencia de la República y Ministerio de Hacienda) por el incumplimiento del Gobierno en la asignación de más de 45 mil millones de colones que le correspondían según la ley al Patronato Nacional de la Infancia para el año 2012. En esta demanda denunciamos que el Gobierno viola de forma grosera las leyes que establecen destinos específicos a favor del PANI para que pueda cumplir con su obligación constitucional de dar protección especial a la niñez costarricense. Se incumple la obligación de girarle al PANI el 7% del impuesto sobre la renta para sus gastos de operación (Ley 7648, artículo 34.a) y los recursos de la Ley impuestos sobre licores y cigarrillos para atender a las niñez en abandono y riesgo social y dar becas a madres adolescentes (Ley, 7972, artículos 14 y 15)
· Como se demuestra en nuestra demanda, la violación de las leyes creadas para financiar al PANI, no es nueva. Es un mal crónico del Estado costarricense: recortes millonarios en los programas sociales creados para proteger a las personas más vulnerables de la sociedad. En 2010 la deuda con el PANI ascendió a 41 848 millones de colones y durante 2011 también se le dejaron de girar a esta institución más de 40 mil millones.
· También denunciamos que el incumplimiento del Gobierno le está causando un grave daño los niños y niñas que sufren abandono y requieren la protección del PANI. Como consecuencia de este incumplimiento, la institución carece de personal y recursos suficientes para dar atención oportuna a la niñez. Los albergues están sobrepoblados, los funcionarios del PANI no tienen capacidad de atender todas las denuncias que se presentan, en muchos cantones del país no hay oficinas regionales y pocos funcionarios tienen que hacerse cargo de miles de niños y niñas. En Costa Rica tiene más personal Adaptación Social (cárceles) que el PANI. Esta institución requiere contratar al menos 245 funcionarios nuevos, solo para dar atención adecuada las 24 horas a la población infantil de los albergues, sin embargo, en una clara muestra de la hipocresía y el cinismo del Gobierno, estas plazas son sistemáticamente rechazadas por la Autoridad Presupuestaria, alegando que “no tienen contenido económico”. No hay plata porque el mismo Gobierno no le gira al PANI más del 80% de los recursos que establece la ley. 
· Ante esta situación, la demanda presentada por el Frente Amplio pretende obligar al Gobierno a pagar al PANI los recursos adeudados durante los años 2010, 2011, así como asignarle y girarle a esta institución la totalidad de los fondos que por ley le corresponden para el presente año.  Además buscamos que se obligue al Gobierno a abstenerse de incurrir en incumplimientos similares en el futuro. Año tras año denunciamos que el Estado acumula deudas millonarias con el PANI y otras instituciones sociales. A pesar de esto, el Gobierno siempre se burla de estas denuncias. Antes la Sala IV al menos los condenaba, aunque igual no cumplían sus sentencias. Pero recientemente la misma Sala se ha convertido en cómplice de este crimen contra nuestra niñez. En nuestra fracción creemos que ya es hora de ponerle un alto a tanto incumplimiento. Ya es hora de que obliguemos al Gobierno a pagar esta millonaria deuda con nuestra niñez. En los próximos días seguiremos con otras instituciones como la CCSS.     
· Crisis de la CCSS. Frente Amplio sigue denunciando maniobras del Gobierno para quebrar a la institución y la complicidad de las autoridades de la CCSS. Salió a la luz pública la decisión de la CCSS de endeudarse por 35 mil millones con los bancos Nacional y de Costa Rica para poder pagar gastos operativos. Una deuda que le costará a la institución más de 600 millones en pago de intereses. Ante esta preocupante situación, nuestra fracción volvió a denunciar que la crisis es causada por el Gobierno que viola flagrantemente la Ley que establece su obligación de pagar a la CCSS en efectivo y no con papeles inservibles. De hecho, el hueco en las finanzas de la institución se ha producido porque el Gobierno le entregó a la CCSS 53 mil millones en bonos que no han podido colocarse en el mercado: justamente la razón por la cual se reformó la ley para exigir el pago en efectivo. 
· Esto es grave y da vergüenza. Pero más vergüenza dar ver como las autoridades de la CCSS, (su presidencia ejecutiva, su junta directiva y sus gerentes) no solo incumplen su deber de defender los intereses de la institución y hacer cumplir la ley, sino que corren a pedir un préstamo a los bancos del Estado que le va a causar un daño económico al Seguro de Salud. Pero hay más: este préstamo se lo piden a bancos que desde hace 12 años violan el artículo 78 de la Ley de Protección al Trabajador, que obliga a las empresas públicas a trasladar a la CCSS hasta el 15% de sus utilidades. Desde el año 2000 estos bancos no le han trasladado ni un colón a la CCSS. Le deben miles de millones. ¡Pero las autoridades de la institución, en vez de cobrarles, aceptan regalarles 600 millones en intereses! 
· Definitivamente es esta corrupción la verdadera causa de la crisis de la CCSS. En los próximos días la fracción del Frente Amplio estará realizando acciones concretas para hacer cumplir estas leyes y exigir que de una vez se paguen las deudas millonarias del Estado y sus empresas con nuestra seguridad social.
· Quieren subir las tarifas eléctricas al pueblo para rebajárselas a los grandes industriales. Frente Amplio denuncia injusto rebalanceo tarifario promovido por el Gobierno. Nuestra fracción denunció que el Gobierno está tramitando ante la ARESEP un rebalanceo de las tarifas del servicio de electricidad que aumentaría en 7,5% el cobro para los usuarios finales, y, al mismo tiempo, rebajaría las tarifas que hoy pagan los grandes industriales consumidores del servicio de distribución y generación de energía eléctrica.
· A través de esta maniobra pretenden subsidiar a los grandes industriales, conocidos como “usuarios directos”, a costa de aumentárselas al resto del pueblo, incluidos los hogares más pobres del país, que actualmente pagan una tarifa “preferencial de carácter social”.  Así por ejemplo, en el caso de las tarifas del servicio de distribución, se les bajaría a los grandes industriales en un 7,86%,  pero aumentando el 0.76% al resto de consumidores. De hecho, según información de las organizaciones sociales del ICE, esta propuesta implica que los industriales pagarían tarifas por debajo del costo de producción la energía que consumen, que es de 11 centavos de dólar por kWh.
· De esta forma, el gobierno quiere favorecer a los grandes industriales, sobre todo los exportadores. Para ello, el ICE tendría que establecer un subsidio directo a estos consumidores de alta tensión, que necesariamente tendría que pagarlo la población que recibe servicios eléctricos del ICE y de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. El Frente Amplio ha exigido cuentas al Gobierno y a las autoridades del ICE por esta vergonzosa política que no es otra cosa que quitar a los pobres para seguir engordando a los ricos y hace un llamado a las organizaciones sociales para que se informen al respecto y se manifiesten en contra. 
· Plan fiscal. Sigue la farsa. Durante las dos últimas semanas el Plenario Legislativo ha seguido sesionando a triple jornada (mañana, tarde y noche) para votar sin discusión las mociones al Plan Fiscal. Todo en el marco de la antidemocrática vía rápida pactada por el Gobierno y la cúpula del PAC. Sin embargo estos quince días de sesiones maratónicas de al menos 9 horas al día, el debate parlamentario ha brillado por su ausencia. Nadie habla, solo votan como autómatas. Una verdadera farsa.   

· Aprobada iniciativa del Frente Amplio para respaldar decreto que prohíbe comida chatarra en sodas de las escuelas públicas. La comisión de juventud aprobó una moción presentada por nuestra fracción en apoyo al decreto emitido por los ministerios de salud y educación para regular la comida que se vende en las sodas de las escuelas públicas, prohibiendo la comida chatarra. Consideramos que esta medida es de suma importancia en aras de promover una alimentación saludable entre nuestra juventud y resulta indispensable para prevenir males como la obesidad. Más bien el decreto se quedó corto: debería generalizarse a todos los centros educativos. Este respaldo político resulta sumamente oportuno, en momentos en las trasnacionales de la comida chatarra alistan una campaña en contra del decreto.       

· En defensa de los derechos de las mujeres afectadas por los “implantes PIP” y de la CCSS. Frente Amplio exige que las clínicas privadas se hagan responsables. Nuestra fracción realizó una gestión ante la Comisión de Defensa del Consumidor, exigiendo que se haga cumplir la ley en el caso de las mujeres costarricenses afectadas por los implantes mamarios PIP. Estos implantes vendidos por una empresa francesa están siendo retirados del mercado en todo el mundo después de demostrarse su peligrosidad para la salud. En nuestro país muchas mujeres que los portan se operaron pagando millones en clínicas privadas. Pero ahora estas clínicas no quieren asumir su responsabilidad por utilizar un producto dañino para la salud. Pretenden cobrar de nuevo por retirarlos o trasladarle la responsabilidad a la CCSS, es decir a todo el pueblo. Ante semejante descaro nuestra fracción exige que se cumpla la “Ley de Defensa Efectiva del Consumidor” (7472) que obliga todas las empresas que participaron en la prestación de un servicio a hacerse responsables solidariamente por los daños causados a las personas usuarias.   
· Solidaridad con lucha del pueblo indígena Ngobe. El Frente Amplio se hizo presente en la manifestación convocada frente a la embajada de Panamá en solidaridad con el pueblo indígena Ngobe. Denunciamos la brutal represión que ejerce el criminal Ricardo Martinelli contra su pueblo y respaldamos la lucha contra devastadores proyectos de minería metálica a cielo abierto que el gobierno panameño pretende imponer sin consulta previa en el territorio que nuestros hermanos indígenas han cuidado y habitado históricamente. Ante la prensa local realizamos ingentes esfuerzos por explicar que esta no es una lucha ajena a Costa Rica. Esta lucha también es nuestra como pueblos hermanos latinoamericanos. Pero además, de nada nos sirve haber prohibido la minería en nuestro país si al otro lado de la frontera van a contaminar con cianuro las fuentes de agua.     

· Frente Amplio promueve una Contraloría independiente que de verdad luche contra la corrupción. Buscamos votación unificada de la Alianza. En la última reunión de la Alianza el Frente Amplio propuso un acuerdo para que todas las fracciones asumamos el compromiso de votar por una misma candidatura para la elección de la Contraloría y Sub-Contraloría General de la República. Creemos que esta elección es una oportunidad muy valiosa para desmontar parte esencial de las redes de tráfico de influencias que las principales instituciones del país. La Contraloría es vital para frenar la corrupción que desangra a Costa Rica. Sin embargo, en los últimos años su jerarca ha mostrado total complacencia con los negocios-tigre de los hermanos Arias y los grupos económicos poderosos. Ha sido blanda con el chorizo de las concesiones y no ha ejercido oportunamente su labor fiscalizadora ante el constante saqueo de la Hacienda Pública. 
· Ante este panorama en la fracción consideramos que la Alianza debe comprometerse a votar por candidaturas únicas que garanticen al menos dos requisitos: independencia política y del poder económico y compromiso probado de lucha frontal contra la corrupción. Aunque existe un consenso bastante amplio sobre esta propuesta, la formalización del acuerdo quedó pendiente a la espera de la presentación de las candidaturas y a la definición de las reglas para llegar a un acuerdo a lo interno. Por lo pronto, se lograron tres el compromisos que van en la dirección promovida por el Frente Amplio: 1) Ninguna fracción votaría por la actual contralora, 2) No se votará por ningún diputado que actualmente ocupa el cargo; y 3) La Alianza promoverá un concurso amplio y transparente invitando a la gente decente -que muchas veces no se postula por considerar el concurso amañado- a participar.       
· Exigimos respeto a la voluntad del pueblo de Pérez-Zeledón. Nuestra fracción se sumó al movimiento convocado por ciudadanos y ciudadanas de Pérez Zeledón para exigir el respeto a los resultados del plebiscito por el cual el pueblo decidió revocar, por abrumadora mayoría (80%), el mandato del alcalde de ese cantón. Al final la presión dio resultado para obligar al TSE y la Sala IV a respetar la consulta y hacerla cumplir. 
· Es cierto que el proceso no está exento de contradicciones. Al final el alcalde destituido será sustituido por otra del mismo partido (PLN) y en el proceso se montaron al carro dirigentes locales gastados de partidos tradicionales como el PUSC. Sin embargo, nuestra fracción no podía callar ante las maniobras para debilitar y desacreditar los instrumentos de democracia directa a nivel local, una herramienta con gran potencial transformador, que más bien debería fortalecerse en nuestro país. De hecho, lo más grave del intento del excalde por aferrarse al cargo es una acción de inconstitucionalidad que presentó contra el artículo 19 del Código Municipal, donde pretenden anular el derecho del pueblo a realizar plebiscitos en todo el territorio nacional. Un retroceso inaceptable para el Frente Amplio.      
· Frente Amplio denuncia nuevo daño ambiental de las piñeras en La Suerte de Ticabán, Pococí. La fracción, a través del compañero Gerardo Vargas, está realizando acciones en defensa de los derechos de la comunidad de La Suerte de Ticabán, Pococí, que sufre los estragos causados por la contaminación de las empresas piñeras. Esta comunidad sufre una plaga de moscas provocada por el mal manejo de los desechos de la piña por parte de la empresa piñera Grupo Acón, que está afectado la salud de sus habitantes y dañando seriamente la actividad ganadera. Hemos presentado varias denuncias ante los ministerios de salud y agricultura y en los próximos días estaremos presentando un recurso de amparo.      
Saludos cordiales,
José María Villalta       
